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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

S - 167 

Procedimiento: Verbal 

Demandante: María Carmenza Taborda Gómez y/o  

Demandados: Sistema Alimentador Oriental S.A.S y/o  

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 012 2019 00654 03 

Procedencia: Juzgado Doce Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Decisión: Confirma sentencia apelada 

 

Medellín, nueve (09) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el 21 de abril de 2021, por el 

Juzgado Doce Civil del Circuito de Oralidad de Medellín.  

 

Temas: Responsabilidad civil extracontractual en ejercicio de actividades 

peligrosas, hecho exclusiva de la víctima. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado Doce Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, por 

virtud de la apelación interpuesta por la parte demandante en contra de la 

sentencia proferida el 21 de abril de 2021, ha llegado a esta Corporación el 

proceso verbal promovido por los señores  María Carmenza Taborda Gómez e 

Isidro López, quienes actúan en nombre propio y de su hijo menor Luis Miguel 

López Taborda, Sandra Milena, Francisco Javier y Andrés Felipe López 
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Taborda en contra de Sistema Alimentador Oriental S.A.S y Seguros 

Comerciales Bolívar S.A 

 

PRETENSIONES: 

 

“PRIMERA: Declarar responsable civilmente a Sistema Alimentador 

Oriental S.A.S, en calidad de propietaria del vehículo de placas WDW-

961, por los daños causados a la parte demandante, como consecuencia 

de la muerte en accidente de tránsito del joven Juan Isidro López 

Taborda  

 

SEGUNDA: Declarar que Seguros Comerciales Bolívar S.A, debe pagar 

los daños causados a la parte demandante, hasta el límite del valor 

asegurado, como consecuencia de la muerte en accidente de tránsito 

del señor Juan Isidro López Taborda por haber asegurado el riesgo 

responsabilidad civil extracontractual ocasionado por el vehículo de 

placas WDW-961” ( sic fl. 5 pdf 1)  

 

Lo anterior, para que los demandados sean condenados a pagar con intereses 

moratorios los siguientes perjuicios, en cuya liquidación aseguraron descontar 

un 25% con ocasión de la participación que tuvo la víctima en la causación 

del daño: 

 

- Para María Carmenza Taborda Gómez e Isidro López. $5.343.543 y 

$7.373.125 por concepto de lucro cesante consolidado y futuro, 

respectivamente. Además, para compensar el perjuicio moral, pretenden el 

pago de 75 SMLMV para cada uno de ellos y una suma igual por concepto de 

daño a la vida de relación. 

 

- Para Luis Miguel, Sandra Milena, Francisco Javier y Andrés Felipe 

López Taborda. 37.5 SMLMV para cada uno de ellos para compensar el 

perjuicio moral y una suma igual por concepto de daño a la vida de relación. 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que “el día 22 febrero de 2019 a eso de las 16:40 horas” ocurrió un accidente 

de tránsito en la carrera 32 frente a la nomenclatura 27-05 del barrio San 
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Diego de Medellín, “en tiempo normal, tramo de vía curva, área urbana, zona 

residencial, pendiente, con andén, doble sentido, una calzada de dos carriles, 

en asfalto, buen estado, seca, con línea central amarilla continua, visibilidad 

normal” (sic hecho primero demanda) 

 

Que en el accidente se vieron involucrados los vehículos de placas WDW-961, 

un bus alimentador del Sistema Metro conducido por el señor Jorge Leonard 

Ramírez Castaño, y la motocicleta AKT 125 de placas MGI-41D pilotada por 

Juan Isidro López Taborda también ocupada por Felipe Góez como parrillero. 

Además, “igualmente se registró la intervención del vehículo tipo bus de 

placas EQS-609, sin embargo, éste no fue determinante en el resultado fatal 

mencionado” (sic hecho segundo demanda) 

 

Que  

 

“la secuencia del accidente se presenta cuando la motocicleta iniciaba 

el adelantamiento -dentro de su propio carril- al bus de placas EQS-609; 

mientras que el vehículo de placas WDW-961 que avanzaba en sentido 

contrario, se inhibe de interferir con dichos motociclistas invadiendo 

parte del carril contrario, les desestabiliza -haciendo que colisionaran 

contra el vehículo de placas EQS-609- por lo que caen, para luego ser 

sobrepasado por aquél bus alimentador del Metro de placas WDW-961 

con sus llantas izquierdas la cabeza del conductor Juan Isidro López 

Taborda ocasionándole su deceso inmediato” (sic hecho segundo 

demanda) 

 

Que el conductor del vehículo de placas WDW-961 se detuvo apenas un 

momento y posterior a ello se dio a la fuga, por lo cual en el IPAT no se 

registró ese vehículo. Empero, el 29 de abril de 2019, día en que se celebró 

la audiencia propia del trámite contravencional, “extrañamente” se hizo 

presente el señor Jorge Leonard Ramírez Castaño sin ser citado o notificado 

y reconoció que intervino en el accidente, por lo cual se realizó su adecuada 

vinculación al trámite. 

 

Que mediante resolución número 2019 50073762 del 13 de agosto de 2019 

la Secretaría de Movilidad de Medellín sancionó contravencionalmente a los 

conductores de los vehículos de placas WDW-961 y MGI-41D, al primero por 
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infringir lo preceptuado en los artículos 55,60 y 61 del Código Nacional de 

Tránsito, toda vez que no se desplazaba adecuadamente por su carril ni se 

abstuvo de realizar maniobras que afectaran a los demás actores de la vía, tal 

como se deduce de la huella de arrastre de la motocicleta que inicia en su 

propio carril y la posición final de los rodantes. Por su parte, al motociclista se 

le reprochó haber intentando un adelantamiento en curva. 

 

Que el vehículo tipo bus para el momento del accidente era propiedad de la 

sociedad Sistema Alimentador Oriental S.A.S y estaba “amparado con póliza 

de responsabilidad civil extracontractual expedida por Seguros Comerciales 

Bolívar”. 

 

Que el joven Juan Isidro López Taborda para el momento del accidente 

contaba con 23 años, era soltero, convivía con sus padres María Carmenza e 

Isidro López y le sobrevivieron los hermanos aquí demandantes con quienes 

tenía una estrecha relación familiar. Además, laboraba como vigilante y 

percibía como un ingreso un (01) SMLMV con el que propendía por su propio 

sostenimiento y el de sus padres, a quienes aportaba económicamente un 

promedio de $650.000 mensuales. 

 

Que el grupo familiar demandante ha sufrido perjuicios de índole moral y en 

su vida de relación, en tanto que la muerte de su ser querido les ha traído 

tristeza, angustia y congoja, amén que atentó contra su “proyecto de vida y 

el derecho a una familia viendo frustrada su integridad como núcleo por 

cuanto la muerte del señor Juan Isidro López Taborda los priva de disfrutar 

de su presencia como parte integrante y fundamental en su rol de padre y 

cónyuge” (sic hecho décimo segundo demanda). 

 

RÉPLICA 

 

La demanda fue admitida por auto fechado el 16 de enero de 2020 (fl 1 pdf 

2) y notificados de la misma los demandados, procedieron a contestarla de la 

siguiente manera: 

 

Sistema Alimentador Oriental S.A.S (pdf 16). 
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Comenzó por indicar que en efecto el accidente había ocurrido en 

inmediaciones de una vía con línea amarilla central continua, es decir, con 

indicación prohibitiva de adelantamiento y aunque había buena visibilidad 

debía tenerse en cuenta que el suceso ocurrió en una curva, lo cual 

naturalmente disminuye el ángulo de visión de los involucrados. 

 

Sobre la “secuencia del accidente” afirmó que no eran ciertas las afirmaciones 

sostenidas en la demanda, como quiera que desconocen el relato del único 

“testigo presencial”, el señor Felipe Góez que se desplazaba como “parrillero” 

de la motocicleta conducida por la víctima directa, quien dijo ante la autoridad 

de tránsito que “el primer impacto fue con el del metro, después impactamos 

con el de solo (bus) busque fue como el rebote, y el solo bus nos volvió a tirar 

con el del metro y ese fue el que le piso la cabeza a juan isidro y el del metro 

se fugó del lugar” (sic fl. 11 pdf 16) 

 

Añadió que ninguna prueba soportaba la supuesta invasión de carril por parte 

del vehículo con placas WDW-961, pues de haber sido así era apenas lógico 

que el conductor del vehículo de placas EQS609, señor Ricardo Gutiérrez 

Monsalve, se enterara sobre ello. Por tanto, alegó que la causa única del 

desafortunado accidente fue la imprudencia del señor Juan Isidro Lopera 

Taborda, quien intentó una maniobra de adelantamiento en curva como en 

efecto se confesó en los hechos tercero y cuarto de la demanda. 

 

En lo relativo al supuesto abandono y modificación de la escena por parte del 

conductor del bus alimentador, afirmó que la demanda faltaba a la verdad 

porque el señor Jorge Leonard Ramírez Castaño explicó lo realmente 

sucedido, declarando que ocurrido el suceso procedió a bajarse del vehículo, 

pero al ver que no tenía ningún daño que le indicara una colisión, procedió a 

comunicarse con la central y desde allí se le autorizó proseguir su marcha. 

Por esa misma razón fue que el vehículo WDW961 no figura en el IPAT, dado 

que el mismo agente de tránsito (Miguel Antonio Romaña Asprilla) aseguró 

que nunca le fue informada la participación de algún vehículo diferente a los 

que él observó en el sitio, muy a pesar de lo cual el conductor del alimentador 

se presentó a la audiencia llevada a cabo ante la Secretaría de Movilidad de 

Medellín, por disposición de la sociedad. 
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Sobre ese tema, el contravencional, aseguró que no compartía la decisión que 

declaró la responsabilidad del señor Ramírez Castaño, en tanto que allí se 

desconoció la versión del parrillero de la motocicleta quien claramente explicó 

que el conductor de esta fue el que impactó en contra del alimentador, y que 

posteriormente por “rebote” cayeron al piso donde la víctima directa fue 

“arrollada” por las llantas traseras izquierdas del mentado alimentador, al 

punto que la cabeza del fallecido quedó en la vía que le correspondía al bus, 

por lo cual la huella de arrastre mencionada en la demanda no podía dar 

cuenta del impacto inicial, habida cuenta que el testigo declaró que los 

ocupantes de la motocicleta impactaron con el “solo bus” después de haberlo 

hecho en contra del “bus del metro” y previo a perder el equilibrio. 

 

Con respecto a los perjuicios sufridos por los demandantes indicó que ninguna 

constancia tenía al respecto, por lo que debían ellos probar los hechos en que 

sustentan las pretensiones. Sin embargo, aclaró que en el registro civil de 

nacimiento del fallecido Juan Isidro López Taborda se indicó que su madre 

era María Carmenza Taborda Gómez y no se informó documento de 

identidad, mientras que en la demanda se habla de María Carmenza Gómez. 

 

Con base en todo lo anterior, propuso las que llamó “excepciones” de “causa 

extraña por culpa exclusiva de la víctima”, “ausencia de culpa del conductor 

Jorge Leonardo Ramírez Castaño, conductor del vehículo de WDW 961”, 

“inexistencia del nexo causal”, “compensación de culpas”, “falta de 

legitimación en la causa por pasiva parcial”, “despliegue de una actividad 

peligrosa, principio de confianza”, “despliegue de una actividad peligrosa, 

riesgo permitido”, “sobrevaloración de los perjuicios pretendidos” e 

“inexistencia de dependencia económica” 

 

Seguros Comerciales Bolívar S.A (pdf 05). 

 

Aceptó que el accidente efectivamente ocurrió, pero aclaró que ninguna 

constancia tenia sobre la participación en este del vehículo de placas WDW 

961, porque el mismo no fue relacionado en el IPAT. 

 

Con respecto a la forma en que ocurrió el accidente indicó que ninguna 

constancia tenía, pero que de conformidad con las declaraciones recibidas en 

el proceso contravencional y la posición final de los vehículos se podía concluir 
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que fue el conductor de la motocicleta MGI4Q1D el que aportó la causa única, 

cuando decidió realizar una maniobra de adelantamiento en curva. 

 

Además, precisó que en realidad la participación del señor Jorge Leonard 

Ramírez Castaño no se desarrolló en los términos narrados en la demanda, 

habida cuenta que él siguió su camino porque su vehículo no resultó dañado 

y así se lo permitió la autoridad policial. Por tanto, aunque indicó que no le 

constaban las razones por las que asistió a la audiencia celebrada dentro del 

trámite contravencional, manifestó que lo allí decidido quedó claramente 

plasmado en la resolución de rigor y lo dicho en adición al respecto resulta 

ser un juicio de valor subjetivo de los demandantes. 

 

Por lo demás, ya en lo relativo a las circunstancias familiares de los 

demandantes, la ocupación de la víctima directa y los supuestos perjuicios, la 

aseguradora manifestó que nada le constaba al respecto y que era obligación 

de los demandantes acreditar los supuestos de hecho en que fundan sus 

pretensiones. 

 

Propuso entonces las que denominó “excepciones” de “inexistencia de 

responsabilidad”, “colisión de actividades peligrosas e incidencia causal en la 

concreción del riesgo”, “culpa exclusiva y determinante de la víctima”, 

“reducción de indemnización por exposición de la víctima al daño”, 

“inexistencia de prueba del lucro cesante y estimación exagerada del mismo” 

e “inexistencia de perjuicios extrapatrimoniales”. 

 

Por otro lado, con ocasión del contrato de seguro, propuso las defensas que 

nominó “previo a cualquier declaratoria de responsabilidad por parte de la 

aseguradora deberá declararse la responsabilidad de la empresa Sistema 

Alimentador Oriental S.A.S”, “VALOR ASEGURADO PACTADO PARA LOS 

EVENTOS DE MUERTE DE UNA PERSONA”, “cubrimiento solo en exceso de lo 

pagado por el SOAT”, e “improcedencia de causación de intereses de mora”. 

 

De los llamamientos en garantía 

 

La sociedad Sistema Alimentador Oriental S.A.S llamó en garantía a Seguros 

Comerciales Bolívar S.A. Empero, sobre los hechos y pretensiones de la causa 

revérsica, de ser necesario, se referirá la Sala en el momento oportuno. 
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SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada la relación procesal, se dictó una extensa sentencia en la cual se 

resolvió lo siguiente: 

 

 

 “1º.) SE DECLARA PROBADA LA EXCEPCIÓN DE MÉRITO DE 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA, (…) en  este proceso civil, 

verbal, de Responsabilidad Civil Extracontractual, promovido por MARÍA 

CARMENZA TABORDA GÓMEZ, ISIDRO LÓPEZ, FRANCISCO JAVIER, 

SANDRA MILENA, LUÍS MIGUEL y ANDRÉS FELIPE LÓPEZ TABORDA en 

contra de las ya citadas Sistema Alimentador Oriental – S. AS. y Seguros 

Comerciales Bolívar S. A., sociedad última demandada en ejercicio de la 

acción directa y también llamada en garantía.  

 

2. Como consecuencia de la declaratoria hecha en el ordinal anterior, se 

desestiman en su totalidad las pretensiones de la demanda con la cual 

se inició este proceso y se ordena el levantamiento de la medida cautelar 

decretada y practicada. La Secretaría oficiará en ese sentido, una vez 

se encuentre en firme esta decisión.  

 

3. No se condena en costas a la parte actora por estar amparada por 

pobre.” 

  

Para decidir de la manera como lo hizo, el Juzgador comenzó precisando que 

no se hacía necesario traer a colación los hechos de la demanda y las 

contestaciones que de ella se allegaron, para luego asegurar que se 

encontraban reunidos los presupuestos procesales. 

 

A renglón seguido se planteó como problemas jurídicos los consistentes en 

determinar lo siguiente: ¿surgió para los demandados la obligación de pagar 

los perjuicios que los demandantes reclaman?, ¿ante la concurrencia de 

actividades peligrosas cuál teoría de la responsabilidad civil es aplicable?, ¿se 

probó alguna causal eximente de responsabilidad?, ¿nació para la 

aseguradora obligación indemnizatoria? 
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Pasó entonces a realizar algunas consideraciones sobre del contenido de los 

artículos, 2341 y 2356 del Código Civil, argumentando que este es un caso de 

responsabilidad civil en el marco de una actividad peligrosa, que implica la 

presunción del elemento culpa, por lo que el demandante debe probar el 

hecho dañoso y el daño que reclama, mientras que a la parte demandada 

para su exoneración le corresponde demostrar una causa extraña. 

 

Prosiguió diciendo que se debía advertir que el señor Juan Isidro López 

Taborda transitaba en motocicleta, lo cual haría pensar que también ejercía 

una actividad peligrosa, pero que según la Corte Suprema ese sólo hecho no 

basta para disponer una compensación de culpas o la reducción de 

indemnizaciones, pues el Juez debe valorar la aportación causal de cada uno 

de los involucrados en el accidente, punto en el cual citó a la Sala Civil de la 

Corte Suprema de Justicia en sentencia del 24 de agosto de 2009, a través de 

la cual “recogió su posición” para decir que debe aplicarse el artículo 2356 del 

Código Civil. Es decir, en estos eventos el régimen no se desplaza a una 

responsabilidad por culpa., como quiera que se mira la virtualidad objetiva de 

la conducta y la intervención causal de cada uno de los involucrados, para 

determinar la causa única o concurrente del daño. 

 

A partir de tales consideraciones, dijo el juzgador que debía analizar de forma 

estricta los hechos para identificar los responsables de la causación del daño. 

Al respecto, aseguró que el hecho dañoso en efecto ocurrió porque no es otro 

que la muerte en el accidente de tránsito de Juan Isidro López Taborda, quien 

para la fecha de los hechos conducía una motocicleta. Ahora, sobre la forma 

en que ocurrió en el accidente resaltó que en la demanda afirmaba que 

acaeció cuando el motociclista estaba intentando adelantar a otro bus que 

circulaba adelante por su propia vía, justo en momentos para los que el 

conductor del bus alimentador del Metro transitaba en sentido contrario e 

invadió su carril. 

 

No obstante, con base en las pruebas aportadas, el Juez dijo que analizaría el 

nexo de causalidad porque a su juicio se configuraba una “culpa”  exclusiva 

de la víctima. Lo anterior, porque a su entender fue el motociclista quien 

aportó la causa única y determinante del accidente, puesto que intentó 

realizar una maniobra de adelantamiento en curva. Para fundamentar su 

conclusión, citó los siguientes fundamentos probatorios: 
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- Bosquejo o dibujo del IPAT y la prueba documental adelantada en la 

Secretaría de Movilidad, en la que se corrobora que el señor López Taborda 

tenía obligación transitar por su propio carril y para adelantar no tuvo ninguna 

previsión, según declaró el conductor del bus de placas EQS 609. Además, la 

víctima no tuvo en cuenta que la visibilidad era desfavorable. 

 

- Las fotografías aportadas por la parte demandada y también un informe 

técnico de reconstrucción que no fue cuestionado por la parte demandante, 

muy a pesar de que ingresó al proceso como dictamen pericial. En ese informe 

se explica que Juan Isidro impactó con la parte trasera del alimentador, más 

precisamente con sus llantas, lo cual también se ve en las fotografías. En ese 

informe quedó claro que el bus no sufrió ningún daño, lo que sumado a la 

falta de aplastamiento de la moto y su posición, descartan un impacto lateral 

o frontal, por todo lo cual se podía concluir que el alimentador no “chocó” al 

motociclista. 

 

- Testimonios de Jorge Leonard y Joohn Jairo Sepulveda Quintero, quienes 

examinaron el bus en el paradero y grabaron un video, y que con Carlos 

Alberto Zuluaga son todos coincidentes en la falta de novedades en el 

automotor en cuanto a su estructura y la ausencia de rastros biológicos.  

 

- Del dictamen pericial concluyó lo siguiente: i) el accidente ocurrió cuando el 

motociclista quería adelantar al bus con placas EQS 609; ii) fue una maniobra 

entre carriles; iii) bus con placas EQS 609 transitaba a velocidad menor; IV) 

el alimentador no impactó a la moto; v) las condiciones de la vía eran las 

adecuadas, siempre que los conductores transitaran de manera normal; vi) la 

moto y el EQS 609 transitaban a velocidad adecuada. 

 

Con el análisis de todo lo anterior, desechó la teoría de que el motociclista 

hubiera sido arrollado, pues de haber sido así las consecuencias serían muy 

diferentes, es decir, el accidente no se hubiera presentado en la forma en que 

se presentó. ¿Qué pudo haber ocurrido?, se preguntó el Juez, para responder 

que según los demandantes Juan Isidro era conductor experimentado, pero 

podía especularse que decidió llevar a cabo una arriesgada maniobra 

esperando un buen suceso, que finalmente no logró. También mencionó el 

señor Juez que de alguna manera los alucinógenos que había consumido le 
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restaron habilidad, porque así lo confirmó Medicina Legal y además le 

encontraron en sus bolsillos dos sobres con una sustancia polvorienta que 

resultó ser cocaína. 

 

Luego, desafortunadamente Juan Isidro no estaba totalmente lúcido, tenía 

alterados sus sentidos y emprendió una maniobra en una curva cerrada con 

poca visibilidad, lo cual dio origen al accidente. A ninguna otra conclusión dijo 

poder arribar el a-quo después de un estudio juicioso de la prueba, pues no 

quedó demostrada ninguna embestida o atropellamiento del conductor del 

bus alimentador, dado que si hubiera tenido lugar mal comportamiento de 

parte de este, algún rastro hubiera quedado en el automotor, pero en realidad 

simplemente el motociclista perdió el control de la motocicleta y ocasionó el 

accidente que desencadenó en su propia muerte. 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandante se alzó en su contra, 

alegando como reparo concreto el que pasa a individualizarse (en la misma 

audiencia). 

 

ÚNICO:  no es acertada “la conclusión a la que llega el Despacho para 

establecer que es una culpa exclusiva”, porque el Juez “no examinó algunos 

detalles que indican que no se puede arribar a esa conclusión”, dado que la 

familia no desconoce una “culpa compartida”, pero no única de la víctima. La 

sentencia en su análisis documental y probatorio pertinente no profundiza 

sobre dos elementos principales y objetivos: “el primero es la huella de 

arrastre que está en el carril del joven fallecido y va a hasta el carril hasta 

donde se desplazaba el vehículo de placas WDW-961, y que se asocia a otros 

dos aspectos y que tiene que ver con la posición de la cabeza del joven y la 

posición final de la motocicleta”. 

 

Por esa razón, según los apelantes, no se opusieron al dictamen presentado 

por su contraparte porque, además de un aspecto económico que les impidió 

sufragar los costos, consideraron que la escena del suceso fue contaminada 

en tanto que el conductor del bus alimentador abandonó el sitio sin permitir 

que las autoridades verificaran que el vehículo no tuviera ningún daño, punto 
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ese en el que pasó por alto el Juez la posibilidad de haber manipulado la 

prueba en el “interregno de una hora”. 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 29 de junio de 

2021 (notificado por estados del 6 de julio siguiente). El 13 de julio de 2021 

la parte demandante radicó el memorial que contiene la sustentación del 

recurso, y con él se acompañó constancia de haber agotado el trámite previsto 

en el parágrafo del artículo 9º del decreto 806 de 2020. 

 

En esta oportunidad los apelantes desarrollaron el único reparo, alegando que 

hay “dos aspectos fácticos debidamente probados y que no fueron apreciados 

por el Juez” (sic), a pesar de que pueden observarse en el IPAT, a saber: i) 

la huella de arrastre; y ii) la posición del cuerpo y la motocicleta. Sobre lo 

primero aseguraron los apelantes lo siguiente:  

 

“una huella de arrastre metálico que indica o sugiere claramente la 

posición que tenía dentro de su carril de desplazamiento la motocicleta 

la momento del accidente; esto es, que cuando la motocicleta cae y 

deja la huella, lo hace dentro de su carril, situación que es corroborada 

por el parrillero de la motocicleta (en su declaración surtida ante la 

Inspección de tránsito) (sic) que alude a que el conductor de ese 

rodante momentos previos intentaba adelantar el bus sin invadir el carril 

contrario; situación que se revalida con la posición final del cuerpo del 

fallecido y de la misma motocicleta.” 

 

Con respecto al reproche vinculado con la posición final del cuerpo de la 

víctima y la motocicleta no se desarrolló detalle alguno, puesto que lo 

apelantes simplemente alegaron que las pruebas deben ser valoradas en 

conjunto y es obligación del juzgador exponer el mérito que le da a cada una 

de ellas, habida cuenta que en este caso lo que procedía era declarar una 

responsabilidad aunque la consecuencial indemnización debía reducirse por la 

efectiva participación de la víctima. 

 

A esa conclusión llegaron los apelantes, además de lo ya explicado, aduciendo 

que el conductor del bus alimentador se fugó del lugar de los hechos y tuvo 
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aproximadamente una hora para manipular el vehículo y ocultar las pruebas, 

sin que ninguna autoridad pudiera verificar si el rodante presentaba daños. 

Por tanto, su comportamiento  

 

“desdibuja el proceso mental de valoración que ha sido dividido en tres 

aspectos: i) la percepción, ii) la representación y, iii) el razonamiento, 

proceso que no fie articulado integralmente en la sentencia de primera 

instancia para hacerse una idea temporomodal de los hechos porque se 

prescindió de aquellos aspectos relevantes en el análisis dándose 

preeminencia sólo al comportamiento y al grado de participación de la 

víctima, sin contrastarla, con fundamento en la prueba señalada, con el 

comportamiento y la participación del vehículo tipo bus de placas WDW-

961” (sic escrito sustentación) 

 

Por su parte, tanto Sistema Alimentador Oriental S.A.S como Seguros 

Comerciales Bolívar S.A se pronunciaron, solicitando que la sentencia apelada 

fuera confirmada por encontrarla ajustada a Derecho.  

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgador de Primer Grado, 

y teniendo en cuenta el reproche de la parte apelante, de la siguiente manera 

puede plantearse el problema jurídico que debe abordar la Sala en esta 

ocasión:  

  

¿En realidad se acreditó la ruptura del nexo causal por el hecho 

exclusivo de la víctima, como lo concluyó el juzgador de primer grado? 

o, por el contrario, como lo estima la parte apelante, ¿están acreditados 

todos los presupuestos axiológicos de la pretensión de responsabilidad 

civil extracontractual para condenar a la parte demandada? 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De la responsabilidad en concurrencia de actividades peligrosas 

 

Aunque suficientemente decantada se encontraba por la jurisprudencia de 

nuestra más alta Corporación de Justicia en torno a la presunción de culpa 



14 
 

derivada del hecho de haberse causado el daño en ejercicio de actividad 

peligrosa, con fundamento en el artículo 2356 del Código Civil, la cual, desde 

luego, ninguna dificultad ofrecía cuando solo el agente causante del daño 

desplegaba actividad de tal naturaleza, muchas fueron en cambio las tesis 

elaboradas para sostener la vigencia o no de la presunción cuando de 

actividades peligrosas encontradas se trataba, es decir, cuando no solo el 

demandado sino también la víctima demandante desplegaban esa clase de 

actividad. Tesis que oscilaron desde la presunción solo a favor de la víctima, 

pasando a la vigencia de la misma pero en cabeza de ambas partes, lo que 

les imponía la carga de destruir el nexo causal respecto de su propia culpa 

acreditando una causa extraña que bien podía ser la culpa exclusiva de la otra 

parte, so pena de cargar parcialmente con el daño; y llegaron hasta la 

“neutralización” de la presunción, lo que implicaba el regreso al régimen de 

culpa probada y, por ende, para el demandante la carga de acreditar todos y 

cada uno de los elementos de la pretensión, incluida la culpa del demandado, 

aspecto no pocas veces difícil y hasta imposible. 

 

Pero a partir de la sentencia de casación del 24 de agosto de 2009, expediente 

11001-3103-038-2001-01054-01, ha sostenido la Corte Suprema de Justicia 

que ante la coexistencia de actividades peligrosas no varía el régimen propio 

establecido por el artículo 2356, siendo tarea del fallador determinar la 

incidencia de una u otra en la producción del daño. En efecto, luego de una 

extensa recapitulación sobre la evolución histórica de esta clase de 

responsabilidad, esto dijo a manera de conclusión: 

 

“e) En las actividades peligrosas concurrentes, el régimen 

jurídico aplicable es el consagrado en el artículo 2356 del Código 

Civil y, en su caso, las normas jurídicas que existan sobre la 

actividad concreta. 

 

La problemática, en tales casos, no se desplaza, convierte o 

deviene en la responsabilidad por culpa, ni tampoco se aplica en 

estrictez su regulación cuando el juzgador encuentra probada 

una culpa del autor o de la víctima, en cuyo caso, la apreciará no 

en cuanto al juicio de reproche que de allí pudiere desprenderse 

sino en la virtualidad objetiva de la conducta y en la secuencia 

causal que se haya producido para la generación del daño, para 
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determinar, en su discreta, autónoma y ponderada tarea 

axiológica de evaluar las probanzas según las reglas de 

experiencia, la sana crítica y la persuasión racional, cuando es 

causa única o concurrente del daño, y, en este último supuesto, 

su incidencia, para definir si hay lugar a responsabilidad o no”. 

  

Dicha providencia, aunque no gozó de unanimidad al interior de la Corte, al 

punto que en sentencias venideras fue objeto de “aclaraciones y precisiones” 

por parte de la propia Corporación, sí destacó hace poco la importancia que 

tuvo en el análisis de la responsabilidad cuando de encuentro de actividades 

peligrosas se trata, indicando: 

 

“La importancia de ese fallo se concreta, entonces, en haber reiterado que 

frente a una eventual concurrencia de culpas en el ejercicio de actividades 

peligrosas, el sentenciador tendrá que examinar las circunstancias de tiempo, 

modo y lugar en que se produce el daño, a fin de valorar la equivalencia o 

asimetría de las actividades peligrosas concurrentes y su incidencia en la 

cadena de causas generadoras del daño, con el fin de establecer, a partir de 

la magnitud de esa injerencia, el grado de responsabilidad que corresponde a 

cada uno de los actores, en la forma prevista en el artículo 2357 de la ley 

civil”. (Sentencia de Casación Civil del 18 de diciembre de 2012. Rad. 

76001-31-03-009-2006-00094-01. M.P. Ariel Salazar Ramírez) 

  

Colofón de todo lo dicho, resulta entonces un contrasentido que la víctima 

tenga que demostrar una culpa del agente para así establecer la 

responsabilidad, pues si la accidentabilidad y el riesgo son inherentes a una 

actividad, eso mismo hace pensar que todo daño que se cause en desarrollo 

de la misma, bien puede atribuirse, al menos en línea de principio, a quien así 

se desempeñaba, habida cuenta que el agente no solo pone en marcha un 

automotor, sino que también echa a andar riesgos inconmensurables.  

 

A lo que se suma, que tan aquilatada evolución jurisprudencial no puede 

dejarse a un lado, sin más, bajo el trivial argumento de que cuando el daño 

resulta del ejercicio de actividades peligrosas que desarrollan tanto el 

demandado como la víctima, al darse cita allí sendas presunciones, la 

consecuencia no sea otra que la eliminación de ambas, para que las cosas, 

como al principio, queden en el escenario de la culpa probada. 
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Apenas, hace unos meses la Corte cerró su criterio al respecto, pues mediante 

sentencia del 20 de septiembre de 2019 (Rad. 73001-31-03-001-2014-00034-

01. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona), indicó que  

 

“(S)i bien liminarmente, la doctrina de esta Corte resolvió el problema de 

la concurrencia de actividades peligrosas, adoptando diversas teorías 

como la “neutralización de presunciones, “presunciones recíprocas”, 

“asunción del daño por cada cual” y “relatividad de la peligrosidad”1. Fue 

a partir de la sentencia de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01, 

en donde retomó la tesis de la “intervención causal”2, doctrina hoy 

predominante3.  

 

Al respecto, señaló además la Corte que se:  

 

“(…)  [impone al] (…) juez [el deber] de (…) examinar a plenitud la 

conducta del autor y de la víctima para precisar su incidencia en el 

daño y determinar la responsabilidad de uno u otra, y así debe 

entenderse y aplicarse, desde luego, en la discreta, razonable y 

coherente autonomía axiológica de los elementos de convicción 

allegados regular y oportunamente al proceso con respeto de las 

garantías procesales y legales. 

 

“Más exactamente, el fallador apreciará el marco de circunstancias en 

que se produce el daño, sus condiciones de modo, tiempo y lugar, la 

naturaleza, equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas 

concurrentes, sus características, complejidad, grado o magnitud de 

riesgo o peligro, los riesgos específicos, las situaciones concretas de 

especial riesgo y peligrosidad, y en particular, la incidencia causal de 

la conducta de los sujetos, precisando cuál es la determinante 

(imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto de vista 

normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta 

 
1 Se tiene en cuenta el mayor o menor grado de peligrosidad de la actividad o mayor o menor grado 

de potencialidad dañina (CSJ SC 2 de mayo de 2007, rad. 1997-03001-01). Su censura consistía en 
que dicha tesis se preocupaba más por establecer que labor era más riesgosa en relación con otra, 

dejando de lado considerar cuál de ellas había causado el daño.       
2 Teoría que en todo caso había sido acogida originariamente por esta Corte en sentencia de 30 de 

abril de 1976, G.J. CLII, nº. 2393, pág. 108. 

3 CSJ. SC-12994 de 15 de septiembre de 2016, y recientemente la sentencia SC- 2107 de 12 de junio 
de 2018.   
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responsabilidad es objetivo y se remite al riesgo o peligro (…)” (se 

resalta).” 

 

Esa posición se puede rastrear incluso tiempo atrás de la mentada sentencia, 

pero en todo caso en innumerables decisiones posteriores, tales como, entre 

muchas otras: 

 

1. Sentencia CSJ SC de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01.  

2. Sentencia CSJ SC de 26 de agosto de 2010, rad. 2005-00611-01. 

3. Sentencia CSJ SC de 16 de diciembre de 2010, rad. 1989-00042-01.  

4. Sentencia CSJ SC de 17 de mayo de 2011, rad. 2005-00345-01.  

5. Sentencia CSJ SC de 19 de mayo de 2011, rad. 2006-00273-01.  

6. Sentencia CSJ SC de 3 de noviembre de 2011, rad. 2000-00001-01.  

7. Sentencia CSJ SC de 25 de julio de 2014, rad. 2006-00315.  

8. Sentencia CSJ SC de 15 de septiembre de 2016, rad. 12994. 

9. Sentencia CSJ. SC-12994 de 15 de septiembre de 2016,  

10. Sentencia SC- 2107 del 12 de junio de 2018 citada en 20 de septiembre 

de 2019 (Rad. 73001-31-03-001-2014-00034-01. M.P. Luis Armando Tolosa 

Villabona) 

 

2. De la causa extraña -hecho exclusivo de la víctima-. 

 

La causa extraña como género se compone de hechos o situaciones 

imprevisibles, irresistibles y exteriores al demandado, a partir de los cuales 

ninguna responsabilidad puede imputársele.  En ese sentido, si bien la causa 

extraña tiene varias especies (culpa de la víctima, de un tercero, entre otros), 

lo cierto es que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha sido clara 

en estructurar el fondo principialístico que debe observarse dentro de 

cualquiera de sus vertientes. Por ello, se ha considerado que la definición de 

causa extraña, en general, deviene del concepto de caso fortuito o fuerza 

mayor, pues: 

 

“cumple reiterar…- por la inescindible relación que tiene con el asunto 

que ocupa la atención de la Corte - que en el Derecho Colombiano los 

dos presupuestos - ex lege - que estereotipan, como unidad conceptual 

y como sinonimia legal, al caso fortuito o fuerza mayor, son la 

imprevisibilidad y la irresistibilidad (…), en donde brilla por su 
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ausencia un precepto definitorio del fenómeno liberatorio en cuestión, 

a la par que con el criterio adoptado por esta Corporación, respetuoso 

de la ley positiva que, se insiste, efectúa la supraindicada 

caracterización…” (Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. 

Sentencia del 23 de junio de 2000. Expediente  5475. M.P. 

Carlos Ignacio Jaramillo.) 

 

Ahora bien, de manera concreta habrá lugar a considerar la causa extraña 

cuando se presenta un hecho imprevisible e irresistible, pero teniendo claro 

que “deben estar presentes coetánea o concomitantemente, para la 

concreción de este instituto jurídico exonerativo de responsabilidad, tal y 

como ha sido señalado en reiterada jurisprudencia de la Corporación 

(Sentencias del 26 de julio de 1995 expediente 4785; 19 de julio de 1996 

expediente 4469; 9 de octubre de 1998 expediente 4895, entre otras), de 

forma que si se verifica uno de ellos, pero no los dos, no será posible 

concederle eficacia alguna, ya que esta es bipolar”4 (negrillas del 

Despacho) 

 

Además, algún sector de autorizada doctrina ha considerado que se hace 

necesaria la exterioridad del hecho alegado como casusa extraña, pues que 

se trata, como se dijo, de “un hecho extraño al deudor… vale decir que el 

deudor no haya contribuido a producir…” y que sea imprevisible e 

irresistible. (Ospina Fernández, Guillermo. Régimen general de las 

obligaciones. Bogotá D.C: Editorial Temis Edición de 1994. p. 109) 

 

De suerte que es posible calificar un hecho como imprevisible para el 

demandado en uso de criterios claros como:  “1) El referente a su normalidad 

y frecuencia; 2) El atinente a la probabilidad de su realización, y 3) El 

concerniente a su carácter inopinado, excepcional y sorpresivo” (Ospina ibíd) 

 

Superado entonces el primer polo del concepto, deberá el juzgador estar 

atento a que, dentro de la prueba sobre los hechos alegados por el 

demandado, obre con gran significación la irresistibilidad, en estudio de la 

cual debe tenerse en cuenta que “en el lenguaje jurídico, la irresistibilidad 

debe entenderse como aquel estado predicable del sujeto respectivo que 

 
4 Ibíd.  
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entraña la imposibilidad objetiva de evitar ciertos efectos o 

consecuencias derivados de la materialización de hechos exógenos 

- y por ello a él ajenos, así como extraños en el plano jurídico - que le impiden 

efectuar determinada actuación, lato sensu…”5. (negrillas del Despacho). 

 

Es más, esa tarea debe emprenderse sin perder de vista que un “hecho sólo 

puede ser calificado como irresistible, si es absolutamente imposible evitar sus 

consecuencias, es decir, que situada cualquier persona en las circunstancias que 

enfrenta el deudor, invariablemente se vería sometido a esos efectos 

perturbadores, pues la incidencia de estos no está determinada, propiamente, 

por las condiciones especiales –o personales- del individuo llamado a 

afrontarlos.”6 

 

En concreto, con respecto al hecho exclusivo de la víctima como arista 

específica de la causa extraña, es claro que deberá cumplir con los elementos 

esenciales ya referenciados, dada la trascendental importancia de probar 

estructuralmente el hecho que da lugar a la liberación de responsabilidad.  

 

Al respecto ha dicho la Corte 

 

se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien ha 

sufrido el daño pueden ser, en todo o en parte, la causa del perjuicio 

que ésta haya sufrido. En el primer supuesto –conducta del perjudicado 

como causa exclusiva del daño-, su proceder desvirtuará, 

correlativamente, el nexo causal entre el comportamiento del presunto 

ofensor y el daño inferido, dando lugar a que se exonere por completo 

al demandado del deber de reparación.  

 

"La importancia de la conducta de la víctima en la determinación de la 

reparación de los daños que ésta ha sufrido no es nueva, pues ya desde 

el derecho romano se aplicaba en forma drástica la regla, atribuida a 

Pomponio, según la cual (...) el daño que una persona sufre por su 

culpa se entiende como si no lo hubiera padecido, lo que condujo a un 

riguroso criterio consistente en que si la víctima había participado en la 

 
5 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 23 de junio de 2000. Expediente  

5475. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo. 

6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 26 de julio de 2005..Expediente 
6569. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo. 
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producción del daño, así su incidencia fuera de baja magnitud, en todo 

caso quedaba privada de reclamación.  

(…)  

 

“[…] Precisado lo anterior, se debe mencionar que la doctrina es pacífica 

en señalar que para que el comportamiento del perjudicado tenga 

influencia en la determinación de la obligación reparatoria, es 

indispensable que tal conducta incida causalmente en la producción del 

daño y que dicho comportamiento no sea imputable al propio 

demandado en  cuanto que él haya provocado esa reacción en la 

víctima. Sobre lo que existe un mayor debate doctrinal es si se requiere 

que la conducta del perjudicado sea constitutiva de culpa, en sentido 

estricto, o si lo que se exige es el simple aporte causal de su actuación, 

independientemente de que se pueda realizar un juicio de reproche 

sobre ella. (…).7 

 

CASO CONCRETO ÚNICO REPARO 

 

El único reparo se orienta a reprochar que el Juez no tuviera por probado que 

el accidente ocurrió por causas atribuibles a la víctima directa y al conductor 

del bus de placas WDW-961, más no por hecho exclusivo de aquella. Para 

sustentar ese reparo, en concreto, se aducen tres aspectos que 

supuestamente no fueron valorados por el Juez: i) la huella de arrastre; ii) la 

posición del cuerpo y la motocicleta; iii) la fuga del conductor del bus 

alimentador, que supuestamente le permitió manipular u ocultar las pruebas. 

Todos esos reproches parten de un alegato común: el conductor del vehículo 

de servicio público invadió el carril de la motocicleta, en momentos para los 

que el joven Juan Isidro estaba intentado realizar una maniobra de 

adelantamiento. 

 

Ahora, en algo tienen razón formalmente los apelantes y es cuanto a que las 

pruebas deben ser valoradas en su conjunto y de manera armónica, pero ese 

planteamiento es apenas ideal porque el Señor Juez en efecto llevó a cabo 

una juiciosa tarea de valoración probatoria, en la cual se apoyó de manera 

 
7 Casación Civil del de 16 de diciembre de 2010, exp. 1989-00042-01 reiterada en Casación del 7 de 

marzo de 2019 Rad. 05001 31 03 016 2009-00005-01. M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque 
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acertada para negar las pretensiones asumiendo una posición que, dígase de 

una vez con franqueza, la Sala acompaña en su integridad por las razones 

que pasan a ofrecerse. 

 

Con respecto a lo que en la apelación se llamó la “huella de arrastre”, para 

referirse al supuesto desplazamiento que sufrió la motocicleta luego de que 

el bus la impactara y la llevara a fuerza en contra del pavimento, lo primero 

que debe precisarse es si ese arrastre en efecto ocurrió en el carril derecho 

que correspondía a la motocicleta y, según la prueba recaudada, la respuesta 

es simple y llanamente negativa. Lo es, y debe serlo, porque de las fotos que 

obran en el archivo llamado “RESPUESTA OFICIO FGN-

05001310301220190065400", se puede notar que el rodante conducido por 

la víctima quedó finalmente dispuesto en el carril izquierdo, es decir, el 

contrario al que debía transitar. 

 

Además, las fotografías permiten ver que la única huella de arrastre registrada 

en el sitio partió del carril derecho y terminó en el izquierdo, lo cual indica 

claramente que no fue ocasionada por supuesto desplazamiento violento de 

la moto por el impacto del bus, porque de ser así algún rastro de material 

duro o de su roce con el pavimento hubiera quedado en el carril por el que 

según la demanda se desplazaba el motociclista: el derecho. Véase que la 

autoridad que realizó las inspección técnica de la escena tomó la siguiente 

fotografía: 
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El número 1 está puesto sobre el carril derecho y el primer rastro de lo que 

se conoce en general como “arrastre” parte de allí hacia el carril izquierdo, 

por el cual se desplazaba el bus propiedad de la sociedad demandada. 

 

 

 

 

 

Allí se ve claramente que la huella termina justo donde quedó finalmente 

dispuesta la motocicleta, por lo que no resulta lógico pensar que el supuesto 

atropellamiento y posterior arrastre ocurrió en el carril derecho que le 

correspondía al motociclista, pero sobre todo porque una panorámica libre de 

ese carril deja ver que allí ninguna huella de material o arrastre quedó 

marcada, según deja ver la siguiente imagen que se censura por lo fuerte de 

su contenido y por respeto a la memoria de la víctima: 
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El círculo rojo marca el sitio de la huella evidenciada en las dos fotografías 

anteriores, más este documento deja ver claramente que en el carril derecho 

no hay signo alguno de arrastre, impacto o similar entre dos vehículos o entre 

la motocicleta y propio pavimento. 

 

Sobre la “posición final del cuerpo de la víctima y de la motocicleta”, en las 

fotos claramente se observa la ubicación  del rodante bastante alejado de la 

línea divisoria, hasta donde llegó después de un derrape apenas natural que 

marcan los círculos rojos en las anteriores fotografías. En lo vinculado con la 

posición del cuerpo, obviamente la Sala no la graficará, el registro fotográfico 

deja ver que los hombros del joven sin vida quedaron sobre la línea amarilla 

y sólo su cabeza sobresale hacia el carril izquierdo, pero ello obedece como 

es apenas lógico a que desafortunadamente se encontraba realizando una 

maniobra de adelantamiento en curva, por vía del pequeño espacio que 

quedaba entre el bus con placas EQS 609 que se desplazaba sobre su mismo 

carril y el bus con placas WDW-961, un ínfimo espacio que no permitía el paso 

de otro vehículo en medio, tal como deja ver la siguiente pieza: 
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A esa conclusión es a la que llegó el perito que elaboró la experticia aportada 

por la demandada Sistema Alimentador Oriental S.A.S, misma que no mereció 

ningún reparo a la parte demandante y en la que después de estudios físico-

matemáticos se plasmó lo siguiente: 

 

“(C)onsiderando la posición final de los vehículos según el croquis de la 

autoridad y la información extraída de las fotografías aportadas, teniendo 

en cuenta la configuración de impacto señalada a partir de las 

deformaciones en la motocicleta, del vehículo 1 (EQS609) y la posición 

final de los involucrados, se establece la zona de impacto, entre este par 

de automotores. 

 

En atención a lo anterior se establece que la zona de interacción y caída 

de la motocicleta debe presentarse antes de la huella de arrastre 

marcada por el vehículo 2 (Motocicleta) y de la posición final del bus de 

placas (EQS609), circulando por la izquierda del bus (EQS609). en el 

espacio entre carriles” (sic archivo pdf 26) 

 

Dijo además el perito que, ocurrida la interacción entre la motocicleta y el 

vehículo de placas EQS-609 “(P)osterior a su desestabilización, se desarrolla 

el vuelco de la motocicleta sobre su costado derecho proyectando el sistema 

ocupantes - motocicleta al centro y el carril contrario, sin evidencia de 

interacción entre el bus de placas (WDW961) sobre alguno de los 

componentes del sistema motocicleta – ocupantes-“. En consecuencia, y aquí 

es donde se queda sin sustento la afirmación de los apelantes según la cual 
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el conductor del bus alimentador circulaba invadiendo el carril contrario y por 

ende propició la ocurrencia del accidente, el experto explicó que en efecto ese 

bus no pudo impactar físicamente con la motocicleta conducida por la víctima 

“ya que, de haber existido un impacto entre estos últimos, la motocicleta 

presentaría las siguientes condiciones: 
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Nótese que un impacto entre el bus alimentador y la motocicleta hubiera 

supuesto una disposición final diferente para esta, tanto como que si aquél 

en efecto estuviera invadiendo el carril quedaría sin explicación alguna que no 

hubiera impactado primero en contra del bus de placas EQS 609 que, según 

se dice en la misma demanda, transitaba apenas a metros de la motocicleta 

y de hecho estaba intentando ser adelantado por el conductor fallecido. 

 

Lo más razonable es concluir que desafortunadamente el joven Juan Isidro 

intentó realizar una maniobra de adelantamiento en una curva con línea 

amarilla continua que, amén de estar prohibido por la reglamentación de 

tránsito, resulta ser una conducta temeraria por la baja visibilidad que se tiene 

de los vehículos que circulan en sentido contrario, máxime cuando la maniobra 

se desarrolló en medio de dos buses que copaban casi toda la extensión de 

ambos carriles y, por ello, al verse entre ambos rodantes, llegó un momento 

en que no encontró el camino para salir ileso. 

 

Todo lo anterior, sin mencionar que en su protocolo de necropsia se tomó una 

muestra de orina que después en examen de toxicología resultó positiva para 

metabólicos de cocaína y cannabinoides, y que dentro del bolsillo de una de 

sus prendas la forense encontró dos pequeños sobres que contenían una 

sustancia polvorienta, que sometida a un análisis de laboratorio resultó ser 

cocaína. Esa situación analizada a la luz de las reglas de la experiencia sugiere 

que el joven fallecido era posiblemente consumidor de sustancias 

psicoactivas, y que de alguna manera ello puedo afectar su capacidad de 

juicio. 

 

En adición, ya en lo vinculado con el último reproche concreto de la apelación 

tocante con la supuesta manipulación de la prueba o la modificación de la 

escena de los hechos por parte del conductor del bus, la Sala debe precisar 

que con la contestación de la demanda allegada por la sociedad demandada 

se aportó la bitácora de ese bus, la cual deja ver que una vez iniciado su turno 

aquel 22 febrero de 2019 se encontraba en perfectas condiciones, mismas 

que tenía para cuando lo terminó según dejan ver dos videos que obran en 

los archivos 17 y 18 del expediente. 

 

Ahora, si bien la parte demandante afirma que la prueba pudo ser 

“manipulada” y que la escena de los hechos fue modificada por el conductor 
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del alimentador, lo cierto es que esas afirmaciones se quedan en simples 

asertos carentes de prueba. A propósito, la Sala estima pertinente recordar 

que la carga ordinaria de prueba implica que toda parte debe probar los 

hechos en que funda sus afirmaciones. En este caso, la demandada aportó la 

prueba documental e incluso fílmica para probar los supuestos de hecho en 

los que basó su defensa consistente en que el motociclista no había sido 

embestido por el conductor del bus, debido a lo cual resulta ser un argumento 

simplemente vacío el consistente en sostener que los videos no representan 

lo que verdaderamente ocurrió o que la bitácora del bus no correspondía con 

el estado físico del rodante, como quiera que a la parte demandante lo que le 

competía era probar que en efecto ese material fílmico daba cuenta de otro 

suceso o que lo consignado por el supervisor del rodante en el formato que 

debía llenar para dar cuenta de su integridad carece de verdad. De lo 

contrario, esto es, aceptar que una parte pueda contradecir la prueba de su 

contendor diciendo “esa no es la prueba” sin dar mayores explicaciones, 

equivaldría a anular el mérito probatorio de todo medio de convicción a mera 

conveniencia de la parte que pueda verse perjudicada con su valoración. Lo 

que implica el sistema de libertad probatoria y las reglas de valoración es 

precisamente lo contrario, es decir, apreciar cada una de las pruebas y definir 

su poder de convicción, con un criterio sistemático, razonado y lógico, 

orientado por las reglas del sentido común, la ciencia y las máximas de la 

experiencia.  

 

Dicho lo anterior, no queda camino diferente al de confirmar la sentencia de 

primer grado, porque en adición a todo lo antes considerado la Sala estima 

inverosímil pensar que un bus pueda arrollar violentamente una motocicleta 

sin que ninguno de sus materiales se deforme, lo cual analizado con las 

restantes probanzas no lleva sino a concluir que la desafortunada muerte del 

joven Juan Isidro tiene causa exclusiva en su propia conducta. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de procedencia y fecha 

indicadas.  Sin costas en esta instancia por estar los demandantes favorecidos 

con el amparo de pobreza. 



28 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
  
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA  
  
 
 
 
 
 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
MAGISTRADO 
 
 
 
 
 
 
                
 
 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 012 2019 00654 03 

 

Firmado Por:

 

 

Piedad   Cecilia Velez   Gaviria

Magistrada

Sala 002 Civil

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 564db54d3d43c28eb8b39856f3831a6900d4de3c75d1f2fd176d0fc3cef4f8c0



Documento generado en 10/12/2021 09:35:43 AM

 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


